SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA  N° 063
RADICACIÓN: 666823104001 201900080-01
ACCIONANTE: JUAN DAVID QUINTERO OSORIO
SE REVOCA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / CONDONACIÓN DE DEUDA POR PARTE DEL ICETEX / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA DIRIMIR CONFLICTOS DE ORDEN ECONÓMICO / DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS.
Frente a la primera pretensión que hizo el accionante –que se condone la deuda- debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
Así mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en señalar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económico. Al respecto se ha indicado: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental…”. (…)
por parte del ICETEX y la UNISARC, sí se está afectando el derecho fundamental de petición, toda vez que la primera de las entidades no ha resuelto de fondo la solicitud que elevó el señor JUAN QUINTERO desde febrero 28 de 2019, y la segunda entidad aunque afirmó haber enviado la información al ICETEX, lo cual debe tomarse por cierto bajo el principio de la buena fe, hay lugar a sostener que no demostró si la información efectivamente fue recibida por parte del Instituto Colombiano de Crédito Educativo.
                           REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                        PEREIRA-RISARALDA 
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                                             RAMA JUDICIAL 

    TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
          SALA de decisión PENAL

                Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (5) de julio de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No 611
                                                     Hora: 10:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el señor JUAN DAVID QUINTERO OSORIO, contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR -en adelante ICETEX-.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor JUAN QUINTERO, se pueden concretar así: (i) inició a estudiar biología en la Universidad UNISARC de Santa Rosa de Cabal (Rda) en el segundo semestre del año 2013; (ii) inicialmente la carrera tenía una duración de 5 años, que corresponden a 10 semestres, motivo por el cual el ICETEX realizó 10 desembolsos como pago de la matrícula; (iii) en el transcurso de la carrera el MINISTERIO DE EDUCACIÓN acortó la carrera a nueve semestres, y la Universidad le ofreció ver más créditos en el primer y segundo semestre; (iv) en el año 2017 terminó la carrera y cursó 8 semestres, por tanto, no fue necesario utilizar los 10 desembolsos requeridos inicialmente con el ICETEX; (v) en abril 20 de 2018 presentó la documentación requerida por la entidad para la condonación de la deuda, y vía correo electrónico en diciembre 26 de 2018 le contestaron que no hay lugar a la condonación por graduación, toda vez que no cumplió con la totalidad de los requisitos –haber culminado los desembolsos conforme a la duración total del programa académico-; (vi) por lo anterior, presentó un derecho de petición en febrero 28 de 2019, y le informaron que la respuesta la recibiría entre 60 y 90 días hábiles, pero es necesario que el caso se resuelva antes del mes de junio del presente año, para que no se genere la primera factura de cobro de la deuda, la cual suma $18.368.051; (vii) la condonación de la deuda representa el 75% del valor antes mencionado; y (viii) en su condición de profesional recién egresado tiene la responsabilidad de su hermano y su señora madre, por tanto, es de vital importancia la condonación de la deuda.
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la educación, a la formación y protección integral, y como consecuencia de lo anterior, se ordene al ICETEX condonar la deuda por cumplir los requisitos exigidos por la ley.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- El despacho de primer nivel, una vez admitió la tutela dispuso correr traslado de la misma al ICETEX, a la CORPORACIÓN UNIVERSITARIA SANTA ROSA DE CABAL –UNISAR- y al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, quienes al respecto así se pronunciaron:

- El Jefe de Oficina Asesora Jurídica del ICETEX manifestó lo siguiente: (i) el joven JUAN QUINTERO es beneficiario de un crédito con solicitud No 2035908 de línea ACCES Alianza Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, otorgado en julio 11 de 2013 para el período 2013-2 para cursar primer semestre del programa Biología en la Corporación Universitaria de Santa Rosa de Cabal; (ii) las alianzas Acces son convenios que establece el ICETEX con las administraciones del orden territorial o nacional, para contar con mayores recursos económicos que permitan atender a más colombianos interesados en financiar su ingreso a la educación superior, y cumplan con las condiciones que los aportantes y el ICTEX definan como criterios prioritarios para atender a una población determinada; (iii) la entidad remitió solicitud de aplicación de condonación al MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL al grupo de cartera; (iv) solicitaron a la Corporación Universitaria de Santa Rosa de Cabal validar la información del motivo por el cual el beneficiario no utilizó la totalidad de los giros de acuerdo con la duración del programa, y validar la graduación del estudiante; (v) en mayo 09 de 2019 la entidad procedió con la aplicación de la condonación del componente financiado por el aliado, y se trasladaron los valores girados a subsidio alianza, los cuales no serán tenidos en cuenta en la cartera de la obligación; (vi) a la fecha la obligación se encuentra al día y no presenta cuotas vigentes dado que aún no se ha generado plan de pagos de época de amortización; y (vii) la anterior información fue remitida al accionante.

Solicita se deniegue el amparo solicitado, y se declare que el ICETEX no ha vulnerado ningún derecho fundamental.

- La rectora de la Corporación Universitaria Santa Rosa de Cabal solicitó ser desvinculada de la acción de tutela, por cuanto la institución no se encuentra legitimada en la causa por pasiva para dar cumplimiento a la pretensión del accionante. El proceder de la Universidad ha estado enmarcado dentro del principio de la buena fe, toda vez que ha acatado sus deberes y obligaciones en tanto remitió la información pertinente al ICETEX en tiempo oportuno.
- El Jefe Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación Nacional, manifestó que la acción de tutela se muestra improcedente por ausencia de vulneración de derechos fundamentales, como quiera que los temas puntuales a los que se refiere el accionante se encuentran dentro de la descentralización del servicio público educativo. El Ministerio certificó a los departamentos que reunían los requisitos exigidos en la ley y les hizo entrega de la administración de las instituciones educativas, del personal docente y administrativo, y del manejo de los recursos para el pago de los mismos y el mantenimiento de la infraestructura de las instituciones educativas. 
El Ministerio no tiene competencia para pronunciarse sobre los hechos y pretensiones de la presente acción de tutela, y se desconoce el contenido de la solicitud del actor frente al ICETEX. Por lo tanto, debe ser desvinculada.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de mayo 22 de 2019 y dentro del término constitucional, la a quo negó la acción de tutela, y argumentó que si bien no se solicitó por parte del actor la protección del derecho fundamental de petición, se tiene que la entidad ya emitió una respuesta a la solicitud del actor, la cual fue enviada por el ICETEX vía correo electrónico donde informan que condonaron el 50% de la deuda, empero, quedaba pendiente el 25% hasta tanto la UNISARC conteste el requerimiento le que hizo. Además de lo anterior, la UNISARC indicó que envió al ICETEX la información que ellos requerían, pero no advirtió cuando lo hizo. Por tanto, no se evidencia vulneración o amenaza de derecho fundamental alguno, y no puede emitirse un pronunciamiento en cuanto a los demás derechos que se reclaman, toda vez que el ICETEX debe pronunciarse de nuevo en cuanto a la información que recibió por parte de la UNISARC.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante se muestra inconforme con la decisión adoptada, por cuanto la juez no analizó la totalidad de la información suministrada en la acción de tutela, toda vez que en el numeral 8 de la petición de amparo señaló que entregó toda la documentación al ICETEX para cumplir con el trámite de la condonación del crédito.

Solicita se revoque la sentencia, y en su lugar se ordene al ICETEX dar una respuesta concreta a su petición.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó la acción constitucional presentada por parte del señor JUAN QUINTERO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor JUAN QUINTERO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental a la educación, toda vez que considera que el ICETEX debe “condonarle la deuda” que asumió para estudiar la carrera de biología en la Corporación Universitaria de Santa Rosa de Cabal -UNISARC-.

Ahora, frente a su solicitud y en atención a las respuestas que rindieron las entidades accionadas, el juzgado de primer grado consideró que aunque el actor había reclamado la protección del derecho fundamental a la educación, se vislumbraba que la afectación era frente al derecho de petición, como quiera que el ICETEX no se había pronunciado en cuanto a la solicitud de condonación de la deuda, sin embargo, ante la respuesta que la entidad le envió al accionante -en el trámite de la acción de tutela- de haber condonado el 50% de la misma, no había lugar a proteger el derecho de petición, porque si bien el ICETEX no había dicho nada en cuanto al otro 25%, ello depende de la respuesta que rindiera la UNISARC, institución universitaria que informó haber enviado la respuesta al ICETEX. 
Así las cosas, se tiene que en la petición de amparo el actor pidió que el ICETEX condone la deuda que adquirió para llevar a cabo los estudios de la carrera universitaria de biología, empero, en la impugnación solicitó que la entidad emita una respuesta concreta frente a su petición, precisamente ante la decisión que tomó la funcionaria de primera instancia. 

Frente a la primera pretensión que hizo el accionante –que se condone la deuda- debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional se plasmó lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Así mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en señalar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económico. Al respecto se ha indicado: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias”.

De la información suministrada por el accionante, y a pesar de que discute la afectación de su derecho fundamental a la educación, en realidad se desprende que la situación que motiva la interposición de la acción constitucional en contra del ICETEX es de naturaleza económica, y las anteriores circunstancias demuestran que el reclamo que se hace debe ser resuelto por los mecanismos que se disponen ante la jurisdicción ordinaria, como quiera que no le corresponde al juez de tutela dirimir este tipo de conflictos de índole netamente legal.
De esa mera situación emerge la improcedencia de la acción constitucional, aunado a que no existe probanza alguna ni siquiera sumaria, que acredite que con la decisión que ha tomado el ICETEX  se  le cause un perjuicio irremediable. Sobre dicho particular, la Corte Constitucional ha referido:

"es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial"
 
Así las cosas, se debe declarar la improcedencia de la acción de tutela en lo que hace con la orden de condonar la deuda, ante la existencia de otro medio de defensa judicial para reclamar tal pretensión.
Ahora, en relación con el análisis que hizo la funcionaria de primer nivel en cuanto a la posible afectación del derecho fundamental de petición como quiera que para el momento en que se interpuso la acción de tutela el ICETEX no se había pronunciado frente a la petición del actor, esta Corporación comparte dicho examen; no obstante, fue equivocado negar la protección de dicho derecho por cuanto le asiste razón al actor cuando advierte que el ICETEX no se ha pronunciado de fondo en cuanto a su solicitud. Y si bien la funcionaria en su argumentación señaló que no se podía emitir ninguna orden como quiera que la UNISARC había enviado la información al ICETEX, se tiene que dicha institución no indicó cuándo lo hizo, ni a través de qué medio, menos aún aportó algún documento que así lo demostrara, y no expresó en qué términos lo hizo.

En efecto, el ICETEX procedió a emitir una respuesta al señor JUAN QUINTERO, y le comunicó que se condonaría el 50% de la deuda y que había requerido a la UNISARC para que validara el motivo por el cual el beneficiario no había utilizado la totalidad de los giros
, es decir, que hasta ese momento la entidad no se podía pronunciar en cuanto al otro 25% de la deuda, como quiera que se requería que la Universidad enviara la información respectiva.

En ese orden de ideas, para que el actor puede obtener una respuesta de fondo a su petición, le corresponde a la Universidad contestar la solicitud del ICETEX, y esta última entidad pronunciarse en cuanto al saldo restante de la deuda. Por demás, sea del caso aclarar, que la respuesta que emita la entidad debe ser de acuerdo con los requisitos que contemplan las normas establecidas para tal fin, por cuanto no le corresponde al juez de tutela insinuar la respuesta que debe brindar el ICETEX, misma que puede ser negativa o positiva.

Como es sabido, el derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 

La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”.
Es evidente entonces que por parte del ICETEX y la UNISARC, sí se está afectando el derecho fundamental de petición, toda vez que la primera de las entidades no ha resuelto de fondo la solicitud que elevó el señor JUAN QUINTERO desde febrero 28 de 2019, y la segunda entidad aunque afirmó haber enviado la información al ICETEX, lo cual debe tomarse por cierto bajo el principio de la buena fe, hay lugar a sostener que no demostró si la información efectivamente fue recibida por parte del Instituto Colombiano de Crédito Educativo. 
Así las cosas, se revocará la decisión adoptada por la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), en el sentido que lo que corresponde no es negar la acción de tutela sino declararla improcedente en cuanto a la solicitud de condonación de la deuda, por las razones expuesta en precedencia. E igualmente, se revoca a efectos de tutelar el derecho fundamental de petición, y en su reemplazo se ordenará a la CORPORACIÓN UNIVERSITARIA SANTA ROSA DE CABAL -UNISARC-, si aún no lo ha hecho, que en el término de diez (10) días siguientes a la notificación de esta providencia remita al ICETEX la información que dicha entidad requiere. Finalmente se ordenará al ICETEX que una vez recibida la información por parte de la Universidad, proceda en el término en el término de diez (10) días a resolver de fondo la petición que fue radicada por el accionante en febrero 28 de 2019. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el fallo de tutela objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela para resolver la solicitud de condonación de la deuda que adquirió el actor para estudiar una carrera universitaria.
TERCERO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición, y SE ORDENA a la CORPORACIÓN UNIVERSITARIA SANTA ROSA DE CABAL -UNISARC-, si aún no lo ha hecho, que en el término de diez (10) días siguientes a la notificación de esta providencia brinde al ICETEX la información que dicha entidad requiere. Igualmente se ordena al ICETEX que una vez recibida la información por parte de la Universidad, proceda en el término en el término de diez (10) días a resolver de fondo la petición que fue radicada por el accionante en febrero 28 de 2019. 

CUARTO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300 de 2004, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Sentencia T-903 de 2014. 


� Sentencia T-061 de 2017. 


� Ver folio 42 vto.
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